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RR-2323/2019-2

San Luis Potosí, San Luis Potosí, a 22 veintidós de marzo de dos mil veinticuatro.
Visto el estado que guardan los presentes autos, esta Comisión como órgano de autoridad en el derecho de acceso a la información pública en el Estado, que tiene por objeto fundamental vigilar el cumplimiento a la presente Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como de las resoluciones dictadas por esta Comisión, con fundamento en los artículos 27 y 181 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, procede a analizar el cumplimiento a la resolución de 29 veintinueve de enero de 2020 dos mil veinte, dictada en el presente asunto, con base en las constancias que obran en autos. 

En la resolución que nos ocupa esta Comisión aplico el principio de Afirmativa Ficta, por advertir que no se atendió la solicitud de mérito dentro del término señalado por la Ley en la materia, por consiguiente, se conminó al sujeto obligado a entregar la siguiente información de manera gratuita:

· Ante proyecto del presupuesto del periodo 2020.
Ahora bien, de una revisión en autos se procede a citar los antecedentes previo estudio de cumplimiento o incumplimiento de la siguiente manera:

PRIMERO. Con fecha 29 veintinueve de noviembre de 2021 dos mil veintiuno esta Comisión tuvo por OMISO al sujeto obligado para que compareciera a realizar las manifestaciones correspondientes al cumplimiento de la resolución emitida en el presente negocio.

SEGUNDO. Con fecha 21 veintiuno de febrero de 2022 dos mil veintidós, se tuvo por recibido oficio UT/006/2022 emitido por el sujeto obligando realizando diversas manifestaciones relativas al cumplimiento de la resolución.

TERCERO. El día 24 veinticuatro de mayo de 2022 dos mil veintidós, se dictó un proveído por medio del cual se requiere al H. Ayuntamiento de Alaquines, San Luis Potosí para que se entregara de manera específica el ante proyecto del presupuesto del periodo 2020, esto por advertirse que el sujeto obligado se limitó a informar que la información solicitada fue entregada el día 25 de noviembre de 2019 al H. Congreso del Estado.
CUARTO. El 16 dieciséis de diciembre de 2022 dos mil veintidós se tuvo por recibido el oficio SEDA-DVAGD-045/2022 emitido por el Director de Vigilancia, Análisis y Gestión Documental CEGAIP por medio del cual remite el oficio número UT/011/2022 signado por el Titular de la Unidad de Transparencia del municipio de Alaquines, en el cual se atiende el requerimiento formulado.

Ahora bien, del oficio anteriormente señalado esta Comisión advierte que el Titular de la Unidad de Transparencia no atiende con cabalidad el requerimiento formulado con antelación, esto por no entregarse la información conminada.
Por lo que se actuó alejado al artículo 153 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que señala:

“ARTÍCULO 153. Las Unidades de Transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada. ” sic

En ese tenor, es dable señalar que, en materia de transparencia, el término búsqueda exhaustiva, ha sido definido por el diccionario de transparencia y acceso a la información emitido por el Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, de la manera siguiente: 

“Búsqueda exhaustiva. Obligación del área administrativa del sujeto obligado que cuenta o puede contar con la información solicitada. Consiste en localizar toda la información requerida hasta agotar por completo las posibilidades de búsqueda. Esto, con independencia de la posible entrega al solicitante o clasificación de la Información.”

Concluyendo que no se le garantizó al particular una búsqueda exhaustiva dentro de la Unidad Administrativa que tienen las facultades, competencias y funciones de poseer la información.

En ese tenor, se insiste que la municipalidad ha sido omisa en otorgar acceso a la información conminada, relativa a:
· Ante proyecto del presupuesto del periodo 2020.
Por consiguiente, el actuar del sujeto obligado se encuentra alejado a los principios de congruencia y exhaustividad previstos en el artículo 165, fracción III del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria a la ley de la materia, que a la letra señala:
“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

(…)

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.”

(…)”.sic

De acuerdo con el artículo transcrito, son considerados válidos los actos que reúnan, entre otros elementos, los principios de congruencia y exhaustividad, entendiendo por lo primero que las consideraciones vertidas en la respuesta sean armónicas entre sí, no se contradigan, y guarden concordancia entre lo solicitado y la respuesta; y por lo segundo, que se pronuncie expresamente sobre cada punto.
Además, cabe señalar que los sujetos obligados deben cumplir los principios de congruencia y exhaustividad, es decir, otorgar una respuesta lógica y acorde a lo especialmente peticionado, y atendiendo de manera puntual, expresa y categórica cada uno de los contenidos de información requeridos, con la finalidad de satisfacer la solicitud correspondiente. Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio 02/17 emitido por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), que a la letra señala lo siguiente:
“Congruencia y exhaustividad. Sus alcances para garantizar el derecho de acceso a la información. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en términos de su artículo 7; todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, la congruencia implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de información.”
De esta manera se aprecia que el sujeto obligado tiene inobservancia del principio de máxima publicidad de conformidad con los numerales 60 y 62 de la ley en materia establecen:

“ARTÍCULO 60. En la formulación, producción, procesamiento, administración, archivo y resguardo de la información, debe atenderse al principio de la máxima publicidad, con el objeto de facilitar el acceso de cualquier persona a su conocimiento. 

(…) “

 ARTÍCULO 62. Los sujetos obligados deberán atender al principio de máxima publicidad, permitiendo que la información pública se difunda en medios electrónicos que facilite su reproducción directa por el interesado o solicitante. 

(…)

Sic”

Asimismo, se entiende como Máxima Publicidad al sentido más amplio de la transparencia como lo es la publicación de los actos ejercidos por cualquier autoridad, sirve de apoyo la Tesis con número de registro digital 2002944, aprobada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación

“ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL RELATIVO. Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa.” sic

En consecuencia, por las omisiones del H. Ayuntamiento de Alaquines, de San Luis Potosí de conformidad con lo dispuesto en el artículo 185 fracción I de la Ley de Transparencia la suscrita declara incumplida la resolución de fecha 29 veintinueve de enero de 2020 dos mil veinte, dictada en el presente recurso de revisión número 2323/2019-2 del índice de esta Comisión. 
Por ende, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 185 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, notifíquese al superior jerárquico del sujeto obligado de conformidad con lo establecido en el artículo 115° fracción l de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 114° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, a efecto de que tenga conocimiento del incumplimiento del sujeto obligado a la resolución de fecha 29 veintinueve de enero de 2020 dos mil veinte, dictada en el presente recurso de revisión, así como para que dentro del término de 05 cinco días hábiles, los cuales de conformidad con lo establecido por el artículo 148 de la Ley de la materia empezarán a correr al día siguiente, giré las instrucciones necesarias para que el sujeto obligado otorgue cumplimiento a la resolución recaída en el recurso de revisión del que se actúa; debiendo remitir a esta Comisión copia certificada de las constancias con las que acrediten dicha circunstancia, por funcionario autorizado para tal efecto, apercibido legalmente que en caso de no hacerlo se procederá en términos de lo establecido en el artículo 190 fracción I y 197 fracción XV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.
Finalmente, tomando en cuenta que en la resolución de 29 veintinueve de enero de 2020 dos mil veinte, se estableció que en caso de que el sujeto obligado no acatara el referido fallo se impondrían alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, por consiguiente, esta comisión determina pertinente apercibir legalmente al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado y/o servidor público que resulte responsable, para que en caso de que incurra de nueva cuenta en el incumplimiento a la resolución de 29 veintinueve de enero de 2020 dos mil veinte, se le aplicara alguna de las medidas de apremio contenidas en el referido precepto, en el caso específico la fracción I, el cual reza:


“ARTÍCULO 190. La CEGAIP, en el ámbito de su competencia, podrá imponer indistintamente al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos, candidatas y candidatos independientes, o a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones:

I. Amonestación pública o privada,

(…)” sic

[Énfasis añadido]
Como resultado, el suscrito acuerda lo siguiente: 

PRIMERO. Con fundamento en el artículo 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el suscrito Comisionado declara incumplida la resolución de 29 veintinueve de enero de 2020 dos mil veinte, dictada en el recurso de revisión 2323/2019-2 del índice de esta Comisión.
SEGUNDO. De conformidad con el artículo 185 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, notifíquese al Superior Jerárquico del Sujeto Obligado, el  incumplimiento a la resolución 29 veintinueve de enero de 2020 dos mil veinte, dictada en el recurso de revisión 2323/2019-2 del índice de esta Comisión, por parte del Titular de la Unidad de Transparencia del mismo, para que en el término de 05 cinco días hábiles, gire las instrucciones necesarias para que se otorgue debido cumplimiento al referido fallo. Notifíquese por lista, personalmente a las partes y al Superior Jerárquico del Sujeto obligado.
Así lo acordó y firma María Guadalupe Martínez Sandoval, Secretaría Proyectista, Adscrita a la Ponencia Dos, de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de San Luis Potosí, que actúa de conformidad con la fracción VII, del artículo 51, del Reglamento Interior de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, reformado mediante acuerdo de Pleno número CEGAIP-738/2023.S.O.
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